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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA

Al   contestar    refiérase

al  Oficio No.  12121 

14  de noviembre, 2008

DAGJ-1528-2008

Señor

Francisco Morales Hernández
Ministro
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
Estimado señor:

Asunto: Se emite criterio en relación con la consulta formulada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, mediante el oficio DMT-1107-2008, sobre  la posibilidad de trasladar el dominio de algunas parcelas del IDA, compradas con fondos FODESAF, a las organizaciones de desarrollo de cada uno de los asentamientos campesinos.

Damos respuesta al oficio No.  DMT-1107-2008 del 25 de setiembre de 2008, recibido en esta oficina el 2 de octubre de 2008, mediante el cual el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en adelante el MTSS, consulta  sobre  la posibilidad de trasladar el dominio de algunas parcelas del IDA, compradas con fondos FODESAF, a las organizaciones de desarrollo de cada uno de los asentamientos campesinos.
Sobre el particular, en virtud de nuestra potestad consultiva, consagrada en el artículo 29 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General de la República No. 7428 de 7 de setiembre de 1994, atendemos la presente solicitud de criterio, teniendo en cuenta que su alcance tiene efectos vinculantes en lo que se refiere a la materia objeto de nuestras competencias constitucionales y legales. Así las cosas, a partir de lo anterior esta Contraloría General orienta las acciones que debe atender la administración activa para la resolución de los casos concretos, por ser ello de su competencia. 


I.- Motivo de la consulta:

Señala el señor Ministro del MTSS que, en su condición de superior jerárquico del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (en adelante, FODESAF), de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, 18, y 22 de la Ley No. 5662 y 11 del Reglamento a la Ley, Decreto No. 27558-MTSS, plantea la presente consulta a este órgano contralor.
Indica en la motivación de su consulta que el programa de asentamientos campesinos fue ejecutado por el Instituto de Desarrollo Agrario, en adelante el IDA, con recursos complementarios del FODESAF, de conformidad con el convenio suscrito entre el IDA y el MTSS durante varios años, el último fue suscrito en el 2000 y prorrogable en el 2001 (véanse cláusulas quinta y sexta del último convenio vigente para el 2001).
En la Ley No. 5662, Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares se permite que el Fondo traslade recursos a instituciones del Estado, entre estas el IDA (artículo 3, inciso c), así reformado por el artículo 36 de la Ley No. 6735 del 29 de marzo de 1982).  Asimismo, el artículo 36 de la Ley No. 6735, Ley de Creación del Instituto de Desarrollo Agrario legisla sobre el traslado de estos recursos para el establecimiento de asentamientos campesinos.
Señala, además, que este órgano contralor en varios oficios ha indicado que mientras no se modifique la legislación vigente, se mantiene la prohibición de transferir recursos del FODESAF a organismos privados pues la Ley 5662 así lo dispone.

Manifiesta el señor Ministro que el IDA les ha solicitado determinar la posibilidad de realizar en forma legal, los traspasos de algunas de las parcelas a las diferentes instituciones que prestan entre otros los servicios básicos como es el caso de las asociaciones administradoras de los sistemas de acueductos y alcantarillados comunales, que son entes privados que por delegación del Instituto de Acueductos y Alcantarillados, en adelante  A y A, brindan los servicios públicos de acueducto y alcantarillado sanitario, así como también al Ministerio de Salud para los equipos básicos de atención integral en salud, así como a las asociaciones del asentamiento para la construcción entre otros de una plaza de deportes, de una iglesia, etc.  Asimismo tienen consultas en igual sentido del A y A y del MEP.

A estas solicitudes el MTSS ha contestado negativamente atendiendo el criterio del órgano contralor y como administrador del FODESAF ha cumplido con su deber de resguardar la patrimonialidad de estos recursos en beneficio de los costarricenses de escasos recursos económicos.  Sin embargo, conscientes  de la importancia social que el programa de asentamientos campesinos, ejecutado por el IDA tiene para la población campesina costarricense, consulta si es procedente brindar la autorización al IDA para que proceda a traspasar algunas de las parcelas destinadas a áreas denominadas administrativas y que son reservadas para la instalación o implementación de los servicios públicos básicos, para la atención de la población de esos asentamientos campesinos, a los entes de Derecho Público o rectores en cada área específica sea salud, educación, acueductos, servicios eléctricos y de telecomunicaciones, así como a las asociaciones de desarrollo de los asentamientos campesinos.
Finalmente, se advierte en el criterio legal que se adjunta que se consideró que la DESAF se encuentra imposibilitada legalmente para acceder a brindar autorización al IDA para que traslade el dominio de las propiedades a las organizaciones de desarrollo. 

II.- Criterio del Despacho:

Es pertinente señalar, en primera instancia, que en el ejercicio de la potestad consultiva atribuida a la Contraloría General, y la Circular No. CO-529 sobre la atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República (publicada en el diario oficial La Gaceta No. 107 del 5 de junio de 2000), el órgano contralor no tiene por norma referirse a casos y situaciones concretas que deben ser resueltas por la administración respectiva; en virtud de lo anterior, el criterio se emite en términos generales y resulta  aplicable en forma vinculante. 
Para el análisis de la consulta que se nos plantea es importante hacer referencia a los alcances de las leyes que regulan sobre el asunto objeto de la consulta.  En primer lugar, tenemos la  Ley No.  5662, Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, donde se permite que el Fondo traslade recursos a instituciones del Estado, entre estas el IDA (artículo 3, inciso c), reformado por el artículo 36 de la Ley No. 6735 del 29 de marzo de 1982).  Establece dicha Ley en lo que interesa:
Artículo 2º.- Son beneficiarios de este fondo los costarricenses de escasos recursos económicos, de acuerdo con los requisitos que se establezcan en esta ley y su reglamento.

Interesa destacar de este artículo que en una forma preliminar y clara define que los beneficiarios de los recursos que administra el fondo de FODESAF son primero, los costarricenses y, segundo, de escasos recursos;  esta es la finalidad de esta ley y para ello deben destinarse dichos recursos
.  

Ahora bien al referirse a costarricenses, esto debe entenderse estrictamente en esos términos, solo pueden ser beneficiarios de estos recursos los costarricenses de escasos recursos, sin que ello implique de modo alguno una violación a los derechos de los extranjeros.  Al respecto la Sala Constitucional se ha manifestado sobre la conformidad del artículo 2 anteriormente citado, con la Norma Fundamental del Estado. En la sentencia N.° 1415-1999 de las 9: 00 horas del 26 de febrero de 1999, estableció que en tesis de principio, no cabe hacer distinción entre extranjeros y nacionales, pues tanto a unos como a otros, les asisten los mismos derechos humanos, esto por cuanto, el sustento de los derechos humanos es la dignidad humana, valor que es compartido por todas las personas, independientemente de su nacionalidad. Sin embargo, admite que existen derechos fundamentales, que exigen la condición de nacional para su disfrute, por ejemplo, el derecho al sufragio, o cuando se trata de ayudas o asistencias sociales por parte del Estado. Asimismo, se advierte que existen materias en las que resulta razonable que el legislador distinga entre nacionales y extranjeros, sin que esto se erija como una infracción al derecho de igualdad. En similar sentido se ha pronunciando la Procuraduría General de la República
.  Esta jurisprudencia es criterio unánime y reiterado en la Sala 
Constitucional (véanse los Votos 1898-99 de las diez horas cuarenta y cinco minutos del 12 de marzo de 1999;  2001-13001 de las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos del 19 de diciembre de 2001; 2001-13008 de las catorce horas con cincuenta y un minuto del 19 de diciembre de 2001; 2001-13009 de las catorce horas con cincuenta y dos minutos del 19 de noviembre de 2001 y 2003-01529 de las quince horas del 26 de febrero de 2003).
 “Artículo 3º.- Del fondo de desarrollo social y asignaciones familiares se destinarán recursos para pagar programas y servicios a las instituciones del Estado, que tienen a su cargo la ayuda social complementaria del ingreso a las familias de pocos recursos, tales como el Ministerio de Salud, en sus programas de nutrición, preferentemente a través de los patronatos escolares y centros locales de educación y nutrición, el Instituto Mixto de Ayuda Social y el Patronato Nacional de la Infancia. Además se destinarán recursos para: (…) c) Compra de tierras en el programa de asentamientos campesinos, que realiza el Instituto de Tierras y Colonización, todo de acuerdo con los propósitos de la presente ley; y (…)”.
Esta norma dispone que del fondo se destinen recursos para la compra de tierras en el programa de asentamientos campesinos que realiza el IDA, y en concordancia con el numeral 2 referenciado,  para los costarricenses de escasos recursos económicos.
Artículo 17.-El fondo establecido por esta ley es patrimonio de todos los beneficiarios y en ningún caso y para ningún efecto podrá ser destinado a otras finalidades que no sean las señaladas por esta ley. En consecuencia, los fondos que reciban las instituciones encargadas de programas y servicios no podrán ser utilizados en gastos administrativos, sino exclusivamente en el pago de esos programas y servicios.
Esta norma señala claramente que el fondo es patrimonio de los beneficiarios (los costarricenses de escasos recursos) y no puede ser variado el fin o las finalidades que la ley le señala; no pueden ser utilizados estos recursos en gastos administrativos, solo en el pago de los programas o servicios cuya finalidad está establecida en la ley
 Asimismo, el artículo 36 de la Ley No. 6735, Ley de Creación del Instituto de Desarrollo Agrario legisla sobre el traslado de estos recursos para el establecimiento de asentamientos campesinos.

“Artículo 36.- Con el objeto de que el Instituto de Desarrollo Agrario cuente con ingresos seguros, que le permitan una programación más efectiva de sus actividades, de tal forma que se pueda dar cabal cumplimiento a los objetivos, metas y compromisos asumidos para el desarrollo de sus programas agrarios, se establece que el aporte económico anual - dispuesto en la ley Nº 5662 del 23 de diciembre de 1974 - que la Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares debe entregar a la Institución para el establecimiento y desarrollo de  asentamientos campesinos, será, como mínimo, igual al monto promedio anual resultante de las sumas otorgadas al Instituto durante el período 1979-1980”. 


Finalmente, las cláusulas quinta y sexta del Convenio de Cooperación suscrito entre el IDA y el MTTSS para el programa de asentamientos campesinos, suscrito por última vez en el año 2000 y prorrogable al 2001, señalan los objetivos del programa:

“Cláusula Quinta:  Objetivo General: Mediante la compra de tierras, formar Asentamientos Campesinos en cantones de las zonas rurales consideradas prioritarias, de acuerdo con las características socioeconómicas de sus habitantes, en las modalidades de Parcelas, Granjas Familiares o Lotes, según las necesidades específicas de cada grupo.

Cláusula Sexta: Objetivos Específicos: 1.- Estudiar, seleccionar y adquirir las fincas con mejores condiciones para el establecimiento de asentamientos campesinos de acuerdo con la oferta de tierras en cantones prioritarios del área rural.  2.- Realizar los estudios técnicos necesarios para distribuir las tierras adquiridas, ya sea en modelos de parcelas, granjas familiares o lotes, de manera que propicien el desarrollo eficiente de las familias seleccionadas en el campo de la Producción Agropecuaria”. 

Sobre la interpretación de estas normas y dentro de este marco regulatorio para el programa de asentamientos campesinos y, en razón del origen de los fondos, la posición asumida por este órgano contralor en sus informes ha sido, en resumen, la siguiente:  
1. Que el artículo 3 de la Ley 5662 autoriza transferencias de recursos del FODESAF únicamente para instituciones públicas encargadas de la ayuda social complementaria, salvo el inciso ch, que permite transferencias para la atención de los ancianos recluidos en establecimientos destinados para ese efecto.  Cuando se estimen conveniente la participación de una organización no gubernamental para el logro de un programa, es necesario primero que el convenio suscrito entre la DESAF y la unidad ejecutora permitan expresamente esa posibilidad y que el mecanismo que habrá de utilizarse “es la compra de servicios, es decir, retribuirle a la ONG la atención efectivamente brindada a los beneficiarios de la Ley 5662, para lo cual deberá efectuar la respectiva contratación”  (Véanse Informe No. FOE-SO-13/2001 y oficio No. 14895 (FOE-SO-432 del 14 de diciembre de 2001, de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Área de Servicios Sociales).
2.  Se le ha indicado a la DESAF  -que es la encargada de administrar esos dineros-, que en lo que se refiere a transferencias de recursos a organizaciones privadas, no es posible girar dinero del Fondo a instituciones privadas, pues de conformidad con el artículo 3 de la Ley No. 5662, los recursos se destinarán a “pagar programas y servicios a las instituciones del estado, que tienen a su cargo la ayuda social complementaria de ingreso a las familias de pocos recursos.  En virtud de lo anterior no puede la DESAF efectuar transferencias a Organizaciones no Gubernamentales, y, en el mismo sentido, tampoco podrían las entidades públicas que reciben recursos del FODESAF hacerlo”  (Véase oficio No. 01082 (FOE-SO-45) del 07 de febrero de 2003, también de la DFOE, Área de Servicios Sociales).  Asimismo se indica en dicho oficio que en tanto no se modifique la legislación vigente, se mantiene la prohibición de transferir recursos del FODESAF a organismos privados y en razón del principio de legalidad no se puede permitir lo contrario. 
Sobre el tema consultado es importante también señalar que tratándose de fondos provenientes del FODESAF, administrados por el DESAF, destinados a los costarricenses de escasos recursos económicos como una ayuda social –de conformidad con los fines y objetivos de este Fondo-, la Contraloría General también ha considerado que esos fondos que se trasladan al IDA solo pueden ser utilizados para la finalidad que fueron destinados por el legislador -sea para la compra de terrenos o tierras para los campesinos costarricenses de escasos recursos-, y por ello esa entidad está imposibilitada para vender a los parceleros la tierra adquirida con los recursos del FODESAF, ya que no existe norma jurídica que lo permita. El Fondo solo puede utilizarse en beneficio directo de los pobres, por lo que no puede financiar la actividad ordinaria del IDA. 

Como bien lo ha señalado la Procuraduría General de la República
, -posición que compartimos-  el Instituto de Desarrollo Agrario es el ejecutor de la política estatal en materia agraria, pero compete al Poder Ejecutivo, como corresponde en un Estado democrático de derecho, ejercer la rectoría en materia agraria. La ley no le atribuye dicha potestad al IDA; expresamente el artículo 3 señala que lo que le compete es la ejecución. La competencia del Instituto está referida exclusivamente a la fijación de las políticas institucionales. Corresponde al IDA desarrollar diferentes tipos de actuaciones y planes dirigidos a promover una redistribución de tierras en el país, de manera tal que se cumpla con la función social de la propiedad (inciso c) artículo 3 de la Ley).  Así dispone el inciso m) del artículo 3° de cita:"Artículo 3º.-  El Instituto de Desarrollo Agrario tendrá las siguientes funciones: (...).  m) Realizar las acciones de transformación de la estructura de la tenencia de la tierra, para que cumpla su función social de acuerdo con sus facultades de afectación, adquisición, expropiación y adjudicación de predios, establecidas en la ley;". 

         Para el logro de los fines públicos que se le han encargado, el IDA puede adquirir tierras, las que deben ser destinadas a "planes de desarrollo integral, asentamientos campesinos, colonización, parcelación y adjudicación",  definidos dentro del marco legal vigente. Las políticas estatales y el Plan Nacional de Desarrollo pueden contener elementos que permitan definir no sólo los proyectos que serán ejecutados, sino también criterios para seleccionar los grupos sociales a que van dirigidos los programas. En ausencia de estos criterios, el IDA podrá elaborar los citados criterios, que servirán después para la selección de los adjudicatarios o parceleros. Con la salvedad que se hará de seguido, el IDA estaría facultado para determinar cómo seleccionar a los beneficiarios de los planes y programas que desarrolla. 

        Al consultársele al órgano procurador si el IDA puede diferenciar según el origen de sus fondos y, en concreto, si una inversión financiada con fondos de FODESAF puede ser recuperada, manifestó –posición que avalamos pues es la que ha venido sosteniendo esta Contraloría General- que:

 “Los fondos de FODESAF tienen un destino específico. Estos fondos son la contribución que el Estado y la sociedad destinan para satisfacer las necesidades de las personas más necesitadas desde el punto de vista económico y social, de manera que a través de los programas que se financian se contribuya a sacarlos de una situación de pobreza, en particular de pobreza extrema. Si este es el objetivo de los fondos y el destino último no puede ser otro que los beneficiarios del mismo, se entiende que las prestaciones que se ofrece con cargo a esos fondos, sea la actividad que puede ser objeto de financiamiento, no pueda estar sujeta a una contraprestación económica de parte del beneficiario, salvo expresa disposición legal. Distinto sería si el legislador hubiese ideado un fondo retributivo, financiado también por la retribución de los beneficiarios como contraprestación de los servicios que éstos reciben. Pero, el legislador no siguió ese camino. Ciertamente, esa gratuidad no ha sido expresamente establecida. No obstante, está implícita en la definición del beneficiario:  "Artículo 2º.- Son beneficiarios de este fondo los costarricenses de escasos recursos económicos, de acuerdo con los requisitos que se establezcan en esta ley y su reglamento".         Para ser beneficiario no se requiere una contraprestación de ningún tipo de parte de la persona. Lo que importa es su condición económica, la ausencia de recursos. Y es el reconocimiento de esa ausencia de recursos para satisfacer sus necesidades, lo que autoriza a recibir la prestación y a recibirlo sin que se exija una contraprestación. No puede desconocerse, al efecto, que los distintos programas que se financian con el fondo de desarrollo social y asignaciones familiares se enmarcan dentro del concepto de "ayuda social complementaria" del ingreso de las familias de pocos recursos. Si una familia de escasos recursos requiere de ayuda complementaria para satisfacer sus necesidades alimentarias, de salud, higiene, etc., es porque con sus propios recursos no está en posibilidad de hacer frente a esas necesidades. De allí que se comprenda que esa ayuda no tenga que ser retribuida económicamente.”

Esta posición -que compartimos- se constituye en abono al criterio que ha venido sosteniendo este órgano contralor en el sentido de que las tierras que  adquiera el IDA en el programa de asentamientos campesinos bajo el convenio suscrito entre FODESAF-IDA,  para ser distribuidas entre los campesinos costarricenses de escasos recursos económicos no pueden tener otro destino más que ése; no pueden ser traspasadas a asociaciones de desarrollo ni a entidades privadas de ninguna índole, y esa es la voluntad del legislador.
Otra conclusión del órgano procurador que también compartimos es que en la medida en que se trate de fondos de FODESAF, el IDA debe aplicar  los criterios de selección que deben ser aplicados en relación con la persona que puede ser beneficiario de esos fondos.  Lo anterior, por cuanto los fondos del FODESAF no pueden ser utilizados para financiar programas de asentamientos o adjudicaciones dirigidas a grupos que no califican como beneficiarios de FODESAF.  De manera que si el IDA tiene interés en utilizar los fondos de FODESAF en sus programas, debe aplicar los criterios de selección que se conformen con los objetivos del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. 

          Por otra parte, si se permitiera destinar los fondos para beneficiar a personas que no califican dentro de los objetivos de la Ley de FODESAF, se estarían destinando los recursos a otras finalidades distintas a las señaladas por la Ley No. 5662. Entonces la  ayuda que debía estar dirigida a las personas más pobres, se estaría destinando a quienes cuentan con medios económicos, o a quienes teniendo pocos medios no reúnen las condiciones requeridas para recibir la ayuda estatal, lo cual implica también una desviación de recursos.  Los recursos del FODESAF se transfieren al IDA con el propósito específico de establecer planes y programas de desarrollo rural dirigido a quienes son beneficiarios del FODESAF.  Los fondos que financian esos programas no son otros que los destinados por ley para el establecimiento de programas agrarios que aprovechen a las personas que reúnan la condición de beneficiarios. Lo cual contribuye a concluir en la necesidad de diferenciar, según el origen de los recursos que financian los programas y, por ende, la condición económica de quien puede ser adjudicatario. 

 
En resumen, de conformidad con la Ley de FODESAF, los beneficiarios del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares son los costarricenses de más bajos ingresos. La ayuda que se establece está en relación con la condición económica del beneficiario. Ello explica que la Ley no haya establecido la obligación del beneficiario de retribuir económicamente la ayuda que se le brinde y cuyo objeto no es otro que permitirle salir de la situación económica de pobreza en que se encuentra.  El Instituto de Desarrollo Agrario está imposibilitado legalmente para utilizar los recursos provenientes de FODESAF en el financiamiento de programas dirigidos a personas que no califican como beneficiarios de dicho Fondo.  Es por ello que al definir los programas, se debe determinar cuál es la fuente de financiación, separando los fondos provenientes de FODESAF.   
En ese sentido, en cuanto a la consulta de si es procedente brindar la autorización al IDA para que proceda a traspasar algunas de las parcelas destinadas a áreas denominadas administrativas y que son reservadas para la instalación o implementación de los servicios públicos básicos, para la atención de la población de esos asentamientos campesinos, a los entes de Derecho Público o rectores en cada área específica sea salud, educación, acueductos, servicios eléctricos y de telecomunicaciones, así como a las asociaciones de desarrollo de los asentamientos campesinos, no puede admitirse que los fondos del FODESAF que son complementarios en estos proyectos de ayuda social sean utilizados en la compra de parcelas que luego se traspasen a las instituciones públicas –sin perjuicio de sus intereses públicos-, pues por ley esos fondos son para los costarricenses de escasos recursos económicos y la asistencia que pueda darse a las instituciones del estado para establecer ebais, escuelas, acueductos y alcantarillados, centros comunales, no pueden cobijarse dentro de las transferencias de fondos del FODESAF;  su solución puede y debe ser amparada a otras normativas que contemplen esa posibilidad jurídica, pues también deben garantizarse esos servicios públicos básicos en los asentamientos campesinos que se establezcan.  El IDA dentro de su actividad ordinaria cuenta con recursos propios asignados para cumplir con estas tareas y desarrollar completamente –atendiendo la prestación de esos servicios- los asentamientos campesinos
Ahora bien, la anterior conclusión es el deber ser al que está obligado el IDA de conformidad con la normativa que regula la transferencia de fondos del FODESAF para establecer asentamientos campesinos con los costarricenses de escasos recursos.  Si en el pasado, el IDA, adquirió con esos fondos parcelas para la ubicación, instalación e implementación de esos servicios públicos básicos con fondos del FODESAF, actuó en contra de la normativa jurídica que rige esas transferencias de fondos con origen FODESAF.  Esto quiere decir que la instalación de esos servicios públicos debió proveerla para los asentamientos establecidos con fondos FODESAF con sus propios recursos, los que amparan su actividad ordinaria.

Finalmente,  si ese fue el actuar del IDA en el pasado -lo cual no deberá ser así en futuras transferencias de fondos del FODESAF a esa entidad-, se torna ineludible tomar en cuenta lo  señalado  en los informes más recientes de esta Contraloría General, los  que disponen:

“d)
Compras improcedentes con recursos  FODESAF. Según lo establece el artículo 3º de la Ley Nº 5662, del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (FODESAF) se destinarán recursos para “Compra de tierras en el programa de asentamientos campesinos, que realiza el Instituto de Tierras y Colonización”,  esto de acuerdo con los propósitos de esa Ley, para lo que el artículo 2º dispone que “son beneficiarios de este fondo los costarricenses de escasos recursos económicos, de acuerdo con los requisitos que se establezcan en esta ley y su reglamento”. Y como complemento a esa normativa, el artículo 36 de la Ley de Creación del IDA, establece que: “Con el objeto de que el Instituto de Desarrollo Agrario cuente con ingresos seguros, que le permitan una programación más efectiva de sus actividades, de tal forma que se pueda dar cabal cumplimiento a los objetivos, metas y compromisos asumidos para el desarrollo de sus programas agrarios, se establece que el aporte económico anual - dispuesto en la ley Nº 5662 del 23 de diciembre de 1974 -…”.
En cuanto al uso de esos fondos, es claro que se refiere al desarrollo de asentamientos campesinos orientados a las personas de escasos recursos económicos según lo define la Ley de FODESAF, lo cual amerita un manejo especial por parte del IDA, a fin de que con beneficiarios de escasos recursos económicos en esos  asentamientos campesinos, se promueva el incremento en la productividad nacional y la emancipación económica de esos campesinos. Sin embargo, en cuanto al manejo de esos fondos, se observó que el IDA empleó los recursos FODESAF junto a los recursos institucionales para atender sus programas de asentamientos campesinos y no se instauraron efectivos controles que permitan asegurar a la ciudadanía que los recursos de ese Fondo, fueron empleados también para los fines de la Ley 5662, es decir, para las personas de escasos recursos económicos. 

Lo comentado con el agravante de que para terrenos comprados con esos fondos, se observaron casos en los que sus adjudicatarios tenían otro lugar de residencia y aparentemente utilizaban éstos como lugar de veraneo, o los alquilaban, o los terrenos se encontraban  en abandono, y en general no estaban explotándose según los fines de dichas Leyes, evidenciándose que no corresponden a personas de escasos recursos económicos las beneficiadas con estos fondos. (Ver Anexo Nº 3 de este informe). Lo anterior aunado al hecho de que algunas de esas fincas adquiridas no cumplían con los requisitos técnicos necesarios según se comentó en el punto 2.1.2 b) anterior.  (Véase Informe No. DFOE-ED-7-2007 del  15 de marzo de 2007 de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Área de Servicios Económicos para el Desarrollo,  Informe Sobre  El Cumplimiento y Vigencia de
las funciones asignadas al Instituto de Desarrollo Agrario).
“Tampoco, se refiere a si han establecido controles acerca de la recepción y uso de los fondos de FODESAF según lo previsto en la Ley No. 5662, sea para garantizar que serán orientados al desarrollo de asentamientos campesinos para personas de escasos recursos económicos que califiquen como beneficiarios de fondos FODESAF. (Véase Informe no. DFOE-ED-32-2007,  oficio No. 13517 del 16 de noviembre, 2007, FOE-ED-1161)
A partir de lo señalado por la fiscalización operativa y evaluativa de este órgano contralor, donde se advierte que en muchos de estos asentamientos no se ha cumplido con la normativa vigente y tampoco en la actualidad y en la realidad se encuentran debidamente consolidados como tales, consideramos que sin obviar la normativa y su deber ser -lo que debió ser-,  un eventual  traspaso de las parcelas en las que actualmente se están desarrollando funciones administrativas, que son reservadas para la instalación o implementación de los servicios públicos básicos, para la atención de la población de esos asentamientos campesinos, a los entes de Derecho Público o rectores en cada área específica sea salud, educación, acueductos, servicios eléctricos y de telecomunicaciones  -nunca a las asociaciones de desarrollo u otros entes u organismos privados-, deberá ser un asunto que se estudie y analice excepcionalmente en cada caso, según el desarrollo efectivo que haya tenido el asentamiento campesino de que se trate y la necesaria prestación de esos servicios públicos, donde así se justifique y contribuya al cumplimiento de los objetivos del programa de asentamientos campesinos y esto sea jurídicamente viable al amparo de normativa jurídica que así lo permita.
De esta forma, dejamos evacuada su consulta.
Atentamente,

Lic. Roberto Rodríguez Araica


Licda. Silvia Chanto Castro

Gerente Asociado
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� Sobre este artículo ha señalado el órgano procurador:  Sobre el particular, considera este Despacho que efectivamente la Ley n° 5662 dispone que los recursos que integran el fondo de desarrollo social y asignaciones familiares (FODESAF) se destinen exclusivamente a los fines antes señalados, es decir, en beneficio directo de los costarricenses de escasos recursos, prohibiendo su utilización en gastos administrativos. Congruente con lo anterior, el artículo 23 de la ley en comentario establece que los gastos que ocasione el funcionamiento de Dirección General de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares deben incluirse en el Presupuesto Ordinario de la República y específicamente en el presupuesto del Ministerio de Trabajo. (véase Opinión Jurídica 024-OJ del 16 de marzo de 2000).  


� “1.De acuerdo con el artículo 2 de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, solamente las personas que ostenten la nacionalidad costarricense, pueden ser beneficiarios de los programas de asistencia social, que se financien con los recursos del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. Por supuesto, la norma, igual establece que estos costarricenses han de caracterizarse por sus escasos recursos económicos. (…) En tratándose de los bonos familiares de vivienda, otorgados con recursos financieros provenientes del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, la Sala de lo Constitucional determinó, en primer lugar, que dichos bonos constituyen un beneficio asistencial que otorga el Estado. Es decir, una ayuda pública. Por lo que no nos hallamos ante un derecho fundamental de los habitantes a percibir un bono de vivienda. Luego, la sentencia arriba citada, consideró que constituye una potestad del Legislador la posibilidad de limitar los programas asistenciales, a aquel segmento de la población que es titular de la nacionalidad costarricense. Un término de este tipo, no limita derechos fundamentales, sino que regula la prestación de programas asistenciales.  5. Efectivamente, en criterio del Tribunal Constitucional, los bonos de vivienda se conciben como una forma de asistencia que los poderes públicos prestan a los costarricenses de escasos recursos. Sólo de forma indirecta, implican una protección de la familia. Por consiguiente, el hecho de que la Ley limite la asistencia a la población costarricense, no violenta el principio constitucional de protección a la familia.  (…)  8.  La jurisprudencia constitucional, ha sido clara en señalar que la consagración constitucional de un derecho fundamental a la vivienda, no da pie a que se pueda exigir al Estado una solución habitacional individual e inmediata. La Sala de lo Constitucional, ha admitido que la posibilidad de exigir una solución habitacional, depende de las políticas establecidas en la legislación, y demás normativa de desarrollo. (…)  14. En el caso costarricense, y en lo que concierne a las ayudas financiadas con el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, resulta evidente y manifiesto que la voluntad del Legislador, es que dicha asistencia social tenga por población beneficiaria exclusivamente a los costarricenses. Lo anterior, para racionalizar la asistencia pública. Esto sin perjuicio, de que los extranjeros puedan atenerse a las ayudas públicas, previstas bajo otros regímenes legales que sí admitan esta posibilidad (…) (Dictamen  D- 339 del 22 de setiembre de 2008)








� Véase Opinión Jurídica 244-J del 21 de setiembre de 2003.


� Véase Opinión Jurídica 244-J del 21 de setiembre de 2003. 


� “Como consecuencia de lo cual los programas de asentamiento y las adjudicaciones no dirigidas a beneficiarios de FODESAF deben ser necesariamente financiados con otros recursos. El empleo de los recursos de FODESAF para esos asentamientos constituye una desviación de fondos, que no encuentra fundamento en el orden jurídico. Debe considerarse, al respecto, que al destinar recursos de FODESAF para los programas del IDA, el legislador fue cuidadoso en señalar que el aporte se daba para programas enmarcados dentro de los fines de FODESAF, sin que en forma alguna se haya autorizado dedicar los recursos a cualquier tipo de programa y, por ende, a cualquier beneficiario (…).”  (Véase Opinión Jurídica 244-J del 21 de setiembre de 2003)





